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PRÓLOGO




     




     




     




    El doctor Andrea Gargano, que ha trabajado durante cuarenta años en el Ministerio de Políticas Agrícolas, el ente estatal que tiene la competencia de los alimentos en Italia, ha querido proponer al público este trabajo, en el que se contemplan todas las novedades ocurridas en el sector alimentario en los últimos veinte años, con la clara intención de ayudar al consumidor enriqueciendo sus conocimientos en un campo tan delicado como el de la alimentación.




    El autor, gracias a su experiencia personal, primero como químico en el laboratorio de análisis, y en las dos últimas décadas como director del departamento de lucha contra el fraude de Lombardía (Ispettorato Repressione Frodi della Lombardia), ilustra las recientes novedades tecnológicas y las normativas aplicadas al sistema de control de los alimentos. En este libro se pueden encontrar las respuestas a muchas demandas acerca de las características, el valor nutritivo y calórico de los alimentos, las técnicas de conservación, el etiquetado y los fraudes más frecuentes en el campo alimentario. Además, da consejos precisos al consumidor, con el objetivo de ayudarle a efectuar una buena compra y a adoptar unas pautas de alimentación correctas.




    Actualmente, el consumidor es cada vez más consciente de la importancia de seguir un régimen alimentario adecuado y completo, y está más interesado que nunca en obtener información clara y concisa sobre la composición y la comercialización de los productos alimentarios.




    En definitiva, se trata de una obra de gran interés para un amplio público, que con toda seguridad tendrá una acogida positiva por parte de los lectores.




    Saverio Mannino




    Profesor de análisis químicos de los productos alimentarios




    Departamento de ciencias y tecnologías alimentarias y macrobióticas de la Universidad de Milán


  




  

    
INTRODUCCIÓN




     




     




     




    Los medios de comunicación dedican mucho espacio al tema de la alimentación correcta, que se considera fundamental para gozar de buena salud. Los resultados de estas campañas informativas son evidentes: el consumidor de nuestros días, gracias a esta actualización continua de la información, se ha vuelto más exigente y cuando compra productos alimentarios busca no sólo las propiedades gustativas, sino también las nutricionales y, sobre todo, de autenticidad.




    Todo ello ha comportado consecuencias positivas.




    Los productos y las empresas de transformación están más concienciados y se esfuerzan en producir mejor, en parte también porque saben que los consumidores cada vez tienen conocimientos más profundos sobre estos temas.




    En los últimos años se han registrado muchas novedades en el sector alimentario. En efecto, con la Unión Europea ha surgido la necesidad de uniformar las normativas alimentarias de los países, especialmente a raíz de los casos recientes de metanol en el vino, vacas locas, gripe aviar, etc., que han provocado una disminución de la confianza de los consumidores en el sector. Un paso importante ha sido la instauración de un Comité Europeo para la seguridad alimentaria.




    Mientras tanto, instrumentos científicos nuevos y técnicas de análisis mejores han servido para tener un mayor conocimiento sobre los constituyentes menores de los alimentos, lo cual ofrece también la posibilidad de detectar fraudes más sofisticados.




    Las campañas contra el uso de antiparasitarios en agricultura han favorecido los productos ecológicos, creando así las condiciones para la afirmación de un aprecio cada vez mayor por los alimentos de calidad, como demuestra la gran aceptación de los productos con DOP (denominación de origen protegida) e IGP (indicación geográfica protegida). La certificación de los productos alimentarios y la trazabilidad han intentado dar respuesta a la creciente exigencia de seguridad e información de los consumidores, mientras que la aparición en el mercado de nuevas tipologías de alimentos como los nutracéuticos y los productos funcionales y vigorizados, ha puesto de relieve la existencia de un gran interés por los productos innovadores. Luego surgió la cuestión de los OGM (Organismos Genéticamente Modificados), que es motivo de debate en el espacio de la opinión pública.




    Todos estos son los temas que se tratarán en las páginas de este libro. Por otro lado, en referencia a los sectores más importantes de productos alimentarios, se darán respuestas a cuestiones prácticas sobre el funcionamiento de los controles de defensa del consumidor, las modalidades de conservación, la calidad, el valor nutritivo, el poder calórico y la autenticidad de los alimentos, de modo que se facilite la adopción de una dieta equilibrada. Finalmente, se proporcionan al consumidor algunas respuestas a las preguntas más habituales y consejos útiles para la compra.




    El objetivo es hacer comprensible el tema, utilizando una terminología simple pero precisa, y contribuir a poner al día y enriquecer los conocimientos del consumidor sobre las propiedades y el valor nutricional de los productos alimentarios.


  




  

    
LA IMPORTANCIA DE UNA INFORMACIÓN CORRECTA




     




     




     




    El interés cada vez mayor de los medios de comunicación por el sector alimentario (artesanal e industrial) ha sido una novedad significativa en los últimos decenios, aunque la información, a menudo poco correcta, ha suscitado confusiones enormes en los consumidores, que no saben de quién fiarse.




    A lo largo de los años han tenido lugar muchos episodios que han disminuido su confianza en las leyes, en las autoridades competentes y en la industria alimentaria. Han contribuido a ello tanto mensajes equívocos por parte de los responsables del sector, como la retirada del mercado de numerosos productos a consecuencia de problemas relacionados con la seguridad. Para paliar esta sensación de desconfianza urge una mayor vigilancia, incluso sobre campañas de información que muchas veces incluyen un contenido erróneo. Informar correctamente en el sector alimentario es una tarea delicada, y lo es todavía más, si cabe, en los episodios de intoxicaciones. Ocurre a veces que el cronista se deja llevar por el sensacionalismo al tratar temas con los cuales la opinión pública es muy sensible, ya que cada lector, en tanto que consumidor, se siente potencialmente parte afectada en los fraudes denunciados.




    En el capítulo siguiente trataremos con profundidad el tema del fraude alimentario. Ahora tenemos que destacar algunos aspectos relativos a la importancia de informar correctamente al consumidor, que normalmente adopta una actitud de escepticismo ante los productos. Por lo general, cree que el objetivo principal de la industria alimentaria es el beneficio, y no tiene en cuenta otro factor importante: la vinculación entre la afirmación comercial de un producto y su calidad, que, en definitiva, constituye la condición esencial para que sea bien acogido por los compradores.




    Por lo tanto, a la industria le interesa tanto informar como producir correctamente.




    La mala información ha inducido al consumidor a desconfiar de todos los aspectos de la tecnología alimentaria y a preferir los productos «naturales», considerando que este adjetivo garantiza la sanidad de un alimento. El único camino para superar el escepticismo de los consumidores parece ser la unión de la reivindicación de sus derechos con la obtención de productos de buena calidad y una información exacta.




    Informar correctamente al consumidor es un deber en primer lugar del productor. La terminología debe estar simplificada para una mayor credibilidad y los mensajes publicitarios deben ser claros y, sobre todo, no engañosos, para descartar equívocos. No se puede hacer creer al consumidor que los alimentos transformados están al mismo nivel que los frescos y no transformados. Basta con explicar que el aporte nutricional de los productos conservados es totalmente válido, aunque no sea igual que el de los alimentos frescos, y que, además, estos productos presentan la ventaja de que se puede disponer de ellos durante más tiempo a lo largo del año.




    Más claridad en la comunicación significa ganarse la confianza del consumidor, que, una vez supere sus reservas, podrá elegir libremente lo que quiere. Dicho de otro modo, quien produce debe tener respeto por quien compra. Sólo así se dan las condiciones idóneas para que ambas partes encuentren satisfacción.




    El objetivo de la calidad y de la valoración de los productos alimentarios se logra evitando los efectos no deseados, tanto inmediatos como potenciales, para la salud pública, y en ello deberá basarse la actividad informativa. Productores, instituciones y organismos de control deben esforzarse en recuperar la confianza de los consumidores siguiendo una línea común cuyo fin es proporcionar informaciones exactas y completas.




    El ciudadano tiene el derecho de saber si lo que come es sano, y en qué medida un alimento puede perjudicar su salud.




     




     




    
El etiquetado de los productos alimentarios




     




    Para una información correcta del consumidor, que a menudo se encuentra indefenso ante auténticas agresiones publicitarias a través de los medios de comunicación, el etiquetado del producto alimentario tiene una importancia fundamental.




    Una etiqueta que informe con precisión sobre el alimento que compra el consumidor permite escoger con tranquilidad lo que mejor se adapta a sus exigencias.




    Sabedora de esta necesidad, la Unión Europea, con las directivas 89/396/CEE y 89/397/CEE, ha regulado a tiempo el sector de la presentación y la publicidad de los productos alimentarios, de manera que se ha uniformizado en todos los países de la Unión. Con el Real Decreto 1334/99, de 31 de julio, España ha adaptado las directivas europeas en materia de etiquetado, presentación y publicidad de productos alimentarios.




    Dicha normativa da un significado exacto al etiquetado, definiéndolo como «el conjunto de las citaciones, indicaciones, imágenes o símbolos que se refieren al producto alimentario y que figuran en el envase, en una etiqueta expresa o en el dispositivo de cierre».




    Además, se han introducido algunas novedades que afectan a los ingredientes, la fecha de caducidad y el lote de producción (en particular, se ha definido el significado de los términos ingrediente y lote, y se han establecido los casos en que es necesario señalar la fecha de caducidad).




     




    

      

        	

          Atención a las modalidades de conservación
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          Hay que recordar siempre que tanto el plazo mínimo de conservación como la fecha de caducidad son válidos si el producto está conservado adecuadamente (a la temperatura aconsejada, en ambientes bien aireados y secos); en caso contrario, el deterioro puede acelerarse sensiblemente y el alimento puede estropearse antes de lo previsto.


        

      



    




    Se entiende por ingrediente cualquier sustancia, incluidos los aditivos, usada en la preparación de un producto alimentario, que todavía se halla en el producto ya acabado, aunque de forma modificada. Los ingredientes deben estar relacionados en la etiqueta en orden decreciente de peso.




    Se entiende por lote un conjunto de unidades de venta de un artículo alimentario que han sido producidas, fabricadas y envasadas en circunstancias prácticamente idénticas. Ningún alimento envasado puede ser puesto a la venta si en él no figura la indicación del lote al que pertenece.




    La finalidad principal de esta información, prevista por el nuevo decreto, es permitir una identificación rápida de productos eventualmente peligrosos desde el punto de vista higiénico y sanitario.




    La novedad tiene que ver con la seguridad que se ofrece al consumidor respecto a la fecha de caducidad, dando un significado preciso a las frases que figuran en la etiqueta. Por ejemplo, «Consumir preferiblemente antes de...» indica la fecha de consumo preferible (o plazo mínimo de conservación) hasta la cual el producto en cuestión, si está conservado correctamente, posee sus cualidades organolépticas. Por el contrario, la frase «Consumir antes de...» indica el plazo perentorio antes del cual el producto debe ser consumido, y no puede en modo alguno ser puesto a la venta después de dicha fecha.




     




    

      

        	

          Las funciones de la etiqueta




          La ley sobre el etiquetado ofrece notables garantías al consumidor y ratifica que la etiqueta de un producto alimentario ha de cumplir los siguientes objetivos fundamentales:




          • ofrecer informaciones correctas sobre la naturaleza y las cualidades del alimento, de modo que el comprador pueda comparar cualidades y costo, y a partir de esta base proceder a una elección consecuente;




          • ofrecer informaciones sobre las modalidades de uso y el plazo dentro del cual debe ser consumido el alimento para evitar consecuencias perjudiciales por su utilización impropia;




          • ofrecer informaciones sobre la empresa productora, para proteger al consumidor de posibles adulteraciones o fraudes.


        

      


    




     




    Hoy en día hacer la compra es cada vez más complejo a causa de las noticias que aparecen continuamente sobre la seguridad de algunos alimentos, por lo cual es fundamental leer con atención la etiqueta. El único modo de defenderse de posibles fraudes es intentar saber con exactitud qué se está comprando, su procedencia y sus ingredientes. Todos los consumidores deberían saber leer la etiqueta para poder comer alimentos sanos y seguros, y evitar la ingestión de sustancias cuyos efectos en el organismo se ignoran.




    Desde este punto de vista hay que reconocer que las instituciones comunitarias responsables están realizando un gran trabajo, como demuestra el hecho de que se obligue cada vez con más insistencia a los productores de alimentos a proporcionar indicaciones precisas (sobre ingredientes, procedencia, trazabilidad, sugerencias sobre el modo de conservación y uso del producto, fecha de caducidad o plazo mínimo dentro del cual debe ser consumido, etc.), que ofrecen al consumidor diligente la posibilidad de saber realmente lo que pone en la mesa.




     




     




    
El etiquetado nutricional




     




    La introducción del etiquetado nutricional ha significado un paso más en el conocimiento de los productos alimentarios y ha favorecido una alimentación más racional y menos calórica, tal como sugieren las modernas tendencias nutricionistas.




    Este etiquetado permite conocer el valor en calorías de los alimentos y sus principios nutritivos.




    Para mejorar la educación alimentaria es necesario que todos los ciudadanos se acostumbren a leer bien —algo que, a decir verdad, no es demasiado frecuente— la información que aparece en los envases de los productos alimentarios destinados al consumo.




    El etiquetado nutricional es un instrumento muy importante para tener información indispensable destinada a plantear una dieta apropiada a la edad, al clima y al grado de actividad realizada, y que sirva para contrarrestar o completar todas las demás nociones que casi a diario nos sugieren la televisión, los periódicos y las revistas.




    Conocer las cualidades nutricionales de un alimento permite realizar un buen consumo y determinar el aporte correcto de nutrientes, que es un paso importante para alcanzar un estado de bienestar y salud.




    En España, la etiqueta nutricional se regula desde el año 1992. La etiqueta de información nutricional es facultativa, pero se convierte en obligatoria cuando este tipo de etiquetado figura en la presentación del producto o bien en su publicidad.




    Por etiquetado nutricional se entiende una declaración que figura en el etiquetado relativa al valor energético del alimento y a sus respectivos nutrientes: proteínas, hidratos de carbono, grasas, fibras alimentarias, vitaminas, sales minerales.




    Por información nutricional se entiende, en cambio, una descripción y un mensaje publicitario que afirman, sugieren o recuerdan al consumidor que un alimento concreto posee determinados requisitos nutricionales relativos:




    • al mayor o menor valor energético;




    • a los nutrientes que contiene;




    • a las proteínas, hidratos de carbono, azúcares, grasas, ácidos grasos monoinsaturados, ácidos grasos poliinsaturados, fibra alimentaria.




     




    El etiquetado nutricional incluye la relación ordenada de las indicaciones relativas al valor energético y a la cantidad de proteínas, hidratos de carbono, azúcares, grasas, ácidos grasos saturados, ácidos grasos insaturados y fibra alimentaria. La información debe figurar en una única tabla y estar en español, aunque también se acepta que esté en otros idiomas.




    Las etiquetas no deben en modo alguno atribuir al producto propiedades que prevengan, cuiden o curen enfermedades humanas, ni indicar propiedades que no posea.




    El valor energético se calcula sobre las cantidades de principios nutritivos expresadas en gramos. Así, en el caso de un producto constituido por 15 g de proteínas, 7 g de grasas y 4 g de hidratos de carbono (considerando que las calorías aportadas, respectivamente, por proteínas, grasas e hidratos de carbono son 4, 9 y 4, aproximadamente) se obtendrá una contribución calórica determinada por la fórmula siguiente:




    (15 × 4) + (7 × 9) + (4 × 4), es decir, 60 + 63 + 16 = 139 cal




    Tiempo atrás, algunas empresas, para revalorizar y dar una idea de mayor genuinidad a sus productos, introducían en las etiquetas nutricionales expresiones del tipo: «sin azúcares», «sin grasas», «bajo contenido en grasas», «bajo en calorías». Todas ellas son informaciones nutricionales para las cuales (según la nueva normativa y para mayor claridad) es obligatorio relacionar las cantidades de los principios nutritivos contenidos en el alimento.




     




    Otras etiquetas




    Nos referimos ahora muy brevemente a dos clases de menciones que a menudo podemos ver en los envases de los productos y que no se refieren al producto que contienen, como algunos consumidores creen erróneamente, sino al propio envase o al manufacturador.




    Así, tenemos en primer lugar el Certificado ISO 9000. Las normas ISO (iniciales en inglés de la Organización Internacional de Sistemas de Estandarización) acreditan que el fabricante cumple unos requisitos de calidad en todo el proceso de fabricación. No tiene nada que ver, por lo tanto, con la calidad del producto, aunque es indicativo de la seriedad del fabricante.




    En segundo lugar, vemos a veces la mención «punto verde» o sus equivalentes en otras lenguas (der grüne Punkt en alemán, por ejemplo). En contra de lo que pueda parecer, esta mención nada tiene que ver con el carácter ecológico del producto contenido en el envase. El único significado que tiene la etiqueta «punto verde» es que el fabricante participa financieramente en un sistema integrado de gestión de envases organizado por un determinado organismo.




     




     




    
La publicidad de los productos alimentarios




     




    La publicidad es un instrumento importante para las empresas productoras, que necesitan convencer a los consumidores de que compren sus productos. Finalmente, en beneficio de una política de protección y de información al consumidor, que debe estar siempre defendido de mensajes publicitarios engañosos, en España se aprobó la Ley General de Publicidad de 1988.




     




    

      

        	

          La publicidad engañosa




          La ley 34/1988 tiene la voluntad de especificar el significado de los términos publicidad y publicidad engañosa:




          • por publicidad se entiende cualquier forma de mensaje que se difunde por el medio que sea en el ejercicio de una actividad comercial, con el objetivo de promover la venta de un producto;




          • por publicidad engañosa, en cambio, se entiende toda publicidad que por el medio que sea, incluida su presentación, induce o puede inducir a error al consumidor, a causa de su carácter engañoso. Por ejemplo, es publicidad engañosa publicitar un producto que puede causar daño a la salud del consumidor sin advertirle de ello; o bien, magnificar las cualidades de un alimento que, por el contrario, carece de ellas. Un caso típico es el de la margarina, que desde siempre se ha publicitado como producto «ligero», por lo cual el consumidor ha sido inducido erróneamente a creer que contiene menos calorías y que, por lo tanto, es más digerible que otras grasas alimentarias.


        

      


    




     




    Esta normativa ha favorecido una mayor disciplina en el sector de la publicidad, que antaño gozaba de excesivas libertades.




    El público se encontraba indefenso ante las oleadas de mensajes «desinformadores» sobre la comida. Los medios de comunicación, y a veces también las instituciones, a menudo transmitían a los consumidores información sobre las características cualitativas de los alimentos con mensajes promocionales que exageraban los beneficios, sin que nadie controlara la fiabilidad de dicha información.


  




  

    
EL CONTROL SOBRE LOS PRODUCTOS ALIMENTARIOS




     




     




     




    Para evitar que los consumidores sean víctimas de los fraudes hace falta, por un lado, una legislación clara y que esté al día, y, por otro lado, una vigilancia estricta por parte de la autoridad competente, es decir, de los organismos de control de los productos alimentarios.




    Desgraciadamente, en los países de Europa los organismos de vigilancia no están estructurados todos del mismo modo, y esto crea alguna diferencia en los controles. De hecho, puede ocurrir que alimentos que no cumplen todos los requisitos legales en algunos países miembros, en otros se comercialicen. Para que esto no suceda se han de emplear los mismos métodos de análisis, la misma frecuencia de toma de muestras y el mismo rigor y programación en los controles. Sólo así el consumidor estará realmente protegido y podrá comprar tranquilamente en todos los países comunitarios, en donde los productos se podrán comercializar libremente y, sobre todo, podrán tener la misma consideración.




    Es justo reconocer a la Unión Europea el mérito de reforzar y coordinar acciones para proteger cada vez más al consumidor, junto a la puesta en práctica de una política orientada a mejorar cualitativamente las condiciones de vida.




    Además, actualmente los consumidores están mucho más informados que en el pasado, gracias al hecho de que los medios de comunicación tratan con frecuencia los problemas de la alimentación. El resultado es que hoy en día los ciudadanos están más concienciados y se organizan para defender sus intereses específicos de consumidores.




     




     




    
El papel de la Unión Europea




     




    En los últimos años, en los países de la Unión Europea se han registrado numerosos escándalos en el sector alimentario: el metanol en el vino, los pollos vendidos como «biológicos» que estaban contaminados, la enfermedad de las «vacas locas» (encefalopatía espongiforme bovina), etc. Estos graves episodios han puesto en evidencia la falta en el ámbito europeo de un organismo de control encargado de la vigilancia de los productores de alimentos.




    Sin embargo, por otro lado, han servido para consolidar, también en el círculo de expertos, la idea de que la salubridad de un alimento de origen animal (carne, leche y derivados, huevos, aves, etc.) depende, en primer lugar, del estado de salud de los propios animales. De ahí la exigencia, para una mayor tutela de los consumidores, de crear en los ámbitos europeo y nacional organismos especiales definidos como Authority, con el objetivo de coordinar los distintos componentes del sector. Así se podría augurar un mayor grado de seguridad en todas las fases del sistema productivo.




     




    La Autoridad Europea




    A partir de enero de 2002 se ha instaurado la Autoridad Europea para la seguridad alimentaria, un organismo independiente que tiene la función de seguir todas las cuestiones que tienen un efecto directo o indirecto en la correcta producción y comercialización de bebidas y alimentos.




    Dado que se trata de un organismo de reciente creación (la primera reunión se celebró en septiembre de 2002), todavía no se puede efectuar una valoración global de su actuación. Con todo, las asociaciones de consumidores han expresado un cierto escepticismo sobre la eficacia real de sus decisiones por la falta en la Comisión de un representante suyo.




    También se exige que la actuación de la Autoridad Europea no constituya una prolongación de las políticas de cada país, sino que dé muestras de una total independencia. El deseo de todos es que la estructura sea eficiente y actúe en su debido momento cuando surjan problemas en el sector alimentario.




     




    

      

        	

          El control en el ámbito comunitario




          Las funciones principales de la Autoridad Europea son:




          • coordinar opiniones científicas independientes en la valoración de los riesgos relacionados con la cadena alimentaria;




          • informar al público consumidor;




          • efectuar en los países miembros de la Unión Europea todos los controles con el mismo sistema de inspecciones y metodología analítica, así como con el mismo rigor.


        

      


    




     




    Por otro lado, es igualmente importante que efectúe una labor escrupulosa de prevención para evitar escándalos peligrosos que, como ya ha ocurrido, comporten consecuencias graves para el sector. La eficacia de la Autoridad Europea en la seguridad constituirá en este caso una verdadera garantía para el consumidor, favoreciendo la mejora de los aspectos higiénicos y sanitarios, de calidad y nutricionales de los alimentos, que deberán cumplir siempre los requisitos de genuinidad.




    Un aspecto particularmente importante es la comprobación del contenido de las etiquetas, puesto que, como ya se ha dicho, las informaciones sobre las cualidades nutricionales deben ser verdaderas para satisfacer las exigencias del consumidor, que tiende cada vez más a la compra de alimentos certificados y de los que ofrecen informaciones precisas sobre sus características.




    Para garantizar la tranquilidad real del consumidor, hay que considerar otros elementos. Ante todo, debe definirse, de forma general y para cada tipo de producto, el mapa de riesgos, considerando las sustancias nocivas contrastadas y aquellas cuya seguridad no ha sido demostrada, con lo cual se pueden detectar y neutralizar los fraudes y los estándares de calidad insuficiente.




    En cada país de la Unión Europea se constituirá una agencia que se encargará de todas las cuestiones relacionadas con la seguridad alimentaria y deberá proponer a las autoridades competentes las medidas necesarias para la tutela de la salud pública.




    El gobierno de cada Estado será la fuente de informaciones científicas y técnicas, útiles para la elaboración y la puesta en práctica de las disposiciones legislativas, de las leyes comunitarias y de los acuerdos internacionales relativos al sector.




    Las agencias valorarán también los datos proporcionados por las empresas sobre las propiedades nutritivas de los alimentos y calcularán los riesgos relacionados con la ingestión de OGM.




    Por último, participarán en la definición y la coordinación de los métodos de toma de datos relativos a los inconvenientes causados por productos susceptibles de crear efectos no deseados para la salud del consumidor.




     




    

      

        	

          Los alimentos genuinos
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          Se entiende por alimento genuino un producto natural, «puro», libre de sustancias extrañas y, sobre todo, preparado respetando todo lo dispuesto por la ley para el reconocimiento de una definición correcta de producto. Quien vende como genuinas sustancias alimentarias que no son tales incurre en un fraude comercial, y por ello se le castiga con una sanción o incluso con el encarcelamiento. Por ejemplo, el aceite de oliva ha de obtenerse del prensado de las olivas; entonces, quien produce o vende como aceite de oliva uno mezclado con aceite de semillas está vendiendo un producto no genuino y, por lo tanto, comete un delito perseguido por la ley. Tampoco es legal vender como mantequilla un producto con grasas extrañas, distintas de las que contiene en estado natural la parte grasa de la leche de vaca.




          Los casos citados sólo son algunos ejemplos de fraude alimentario. De hecho, todo alimento que haya sufrido una alteración en la composición, ya sea añadiéndole sustancias extrañas, ya sea sustrayéndole principios nutritivos, o que contenga componentes diferentes de los que marca la ley para su constitución, se considera no genuino.




          En todos los países, el Estado se encarga de proteger al consumidor con sus organismos de vigilancia, que tienen la función de controlar que los productores y los operadores del sector alimentario vendan alimentos que se ajusten a los requisitos de genuinidad.


        

      



    




     




    Es necesario continuar por la vía de la prevención para evitar que se repitan episodios desagradables. Las garantías para los consumidores aumentarán a buen seguro con la trazabilidad, de la que hablaremos más adelante, pero la vigilancia debe garantizarse también con marcas de distinción que figuren en la etiqueta o en el envase, y que las autoridades competentes asignen solamente a aquellos productos cuya cadena de producción cumpla los debidos requisitos de seguridad. De este modo, los productores se esforzarán en su obligación de ofrecer productos sanos y seguros, y los consumidores podrán sentirse finalmente tranquilos sobre la genuinidad del producto.




     




    Legislación comunitaria sobre alimentación




    El marco de la Unión Europea ha originado la necesidad primaria de uniformar la normativa alimentaria con disposiciones orientadas a eliminar las barreras higiénicas y sanitarias, y favorecer la libre circulación de las mercancías. Y en esta dirección se han realizado esfuerzos notables de coordinación entre los países miembros, para alcanzar una disciplina que pueda ser aplicada en todos los países miembros de la Unión Europea. Así pues, casi todos los sectores han sido cubiertos por la disciplina comunitaria (en caso de vacíos legislativos rige la ley de cada país).




     




    

      

        	

          La aplicación de las normas europeas




          La legislación europea se desarrolla de dos maneras:




          • con los reglamentos, que tienen fuerza y valor de ley en el momento de su entrada en vigor y se superponen al derecho nacional de cada país;




          • con las directivas, que atañen solamente al país al que están dirigidas (son sugerencias que se transforman, dentro de un plazo definido, en normativa mediante ley o decreto presidencial).


        

      


    




     




    

      

        	

          Los objetivos comunitarios




          La legislación alimentaria comunitaria, aún más que la nacional, sirve para garantizar:




          • un alto nivel de tutela de la salud del consumidor y del ambiente;




          • una información adecuada y, sobre todo, correcta del consumidor, que debe saber lo que compra desde el punto de vista de la calidad, de las características y del origen del producto;




          • el respeto de todas las operaciones comerciales.


        

      


    




     




     




    
Inspección y vigilancia de los fraudes en España




     




    Ya hace varios años que en España las autoridades han adoptado medidas para la defensa de la salud de los consumidores, entre las que se han incluido la refundición y actualización de todas las normas vigentes en materia de inspección y vigilancia de las actividades alimentarias, así como de sanción de las infracciones.




    Con esta finalidad, se dictó el Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, modificado en el año 1988. Se trata de una norma con la que se intentó tipificar la totalidad de actuaciones que pueden afectar negativamente la alimentación del consumidor. En estas páginas trataremos de explicar brevemente su contenido.




    Debe apuntarse que en España no existe una ley integral para el control de la seguridad de los alimentos, a diferencia de lo que ocurre en otros países de la Unión Europea o, incluso, en algunas comunidades autónomas, como es el caso de Cataluña, que el año 2003 aprobó y se dotó de una Ley de Protección de la Salud. Esta ley, que es de esperar que tenga su correlativo en las demás comunidades del Estado, es importante porque afecta de manera general a todos los operadores de la cadena alimentaria y, en definitiva, redunda en la protección de la salud de los ciudadanos.




    Entrando en el análisis del Real Decreto 1945/1983, diremos que la norma empieza estableciendo que son infracciones sanitarias las siguientes:




    • El incumplimiento de los requisitos, condiciones, obligaciones o prohibiciones de naturaleza sanitaria.




    • Las acciones u omisiones que produzcan riesgos o daños efectivos para la salud de los consumidores o usuarios, ya sea de forma consciente o deliberada, ya sea por abandono de la diligencia y las precauciones exigibles en la actividad, servicio o instalación de que se trate.




    • El incumplimiento o transgresión de los requerimientos previos que concretamente formulen las autoridades sanitarias para situaciones específicas, al objeto de evitar contaminaciones o circunstancias nocivas de otro tipo que puedan resultar gravemente perjudiciales para la salud pública.




    La norma establece distintos grados de infracciones sanitarias: leves, graves o muy graves.




    Entre las infracciones graves están la promoción o venta para uso alimentario o la utilización o tenencia de aditivos o sustancias extrañas cuyo uso no esté autorizado por la normativa vigente en la elaboración del producto alimentario en cuestión, cuando no produzcan riesgos graves y directos para la salud de los consumidores.




    Entre las infracciones sanitarias muy graves se hallan:




    • La preparación, distribución, suministro o venta de alimentos que contengan gérmenes, sustancias químicas o radioactivas, toxinas o parásitos capaces de producir o transmitir enfermedades al hombre o que superen los límites o tolerancias reglamentariamente establecidos en la materia.




    • La promoción o venta para uso alimentario, utilización o tenencia de aditivos o sustancias extrañas cuyo uso no esté autorizado por la normativa vigente en la elaboración del producto alimentario de que se trate, y produzca riesgos graves y directos para la salud de los consumidores.




    • El desvío para consumo humano de productos no aptos para ello o destinados específicamente a otros usos.




    La norma dedica también su atención a las infracciones por alteración, adulteración o fraude en bienes y servicios susceptibles de consumo. Así pues, entre otras, se establecen las siguientes infracciones: la elaboración, distribución, suministro o venta de bienes a los que se haya adicionado o sustraído cualquier sustancia o elemento para variar su composición, estructura, peso o volumen con fines fraudulentos, para corregir defectos mediante procesos o procedimientos que no estén expresa y reglamentariamente autorizados o para encubrir la inferior calidad o alteración de los productos utilizados.




    Además, también se tipifican distintas clases de fraudes:




    • El fraude en cuanto al origen, calidad, composición, cantidad, peso o medida de cualquier clase de bienes o servicios destinados al público, o su presentación mediante determinados envases, etiquetas, rótulos, cierres, precintos o cualquier otra información o publicidad que induzca a engaño o confusión o enmascare la verdadera naturaleza del producto o servicio.




    • El fraude en la prestación de toda clase de servicios, de forma que se incumplan las condiciones de calidad, cantidad, intensidad o naturaleza de los mismos, con arreglo a la categoría con que estos se ofrezcan.




    • El fraude en la garantía y el arreglo o reparación de bienes de consumo duradero por incumplimiento de las normas técnicas que regulen las materias o por insuficiencia de la asistencia técnica en relación con la ofrecida al consumidor en el momento de la adquisición de tales bienes.




    En otro sentido, se recogen infracciones en materia de normalización, documentación y condiciones de venta o suministro (por ejemplo, el incumplimiento de las disposiciones sobre instalación o requisitos para la apertura de establecimientos comerciales o de servicios y para el ejercicio de las diversas actividades mercantiles, sea cual fuere su naturaleza), las denominadas infracciones en defensa de la calidad de la producción agroalimentaria (por ejemplo, la distribución de propaganda sin previa autorización del Ministerio, cuando esta sea preceptiva o cuando no se ajuste a los requisitos oficiales establecidos), las infracciones por clandestinidad (como son, entre otras muchas, la tenencia en explotaciones agrarias e industrias elaboradoras de sustancias no autorizadas por la legislación especifica para la producción o elaboración de los productos, la tenencia o venta de productos a granel sin estar autorizados para ello, o la circunstancia de no reunir los envases los requisitos exigidos por las disposiciones correspondientes).




    Se consideran, específicamente, infracciones por fraude las siguientes operaciones:




    • La elaboración de medios de producción, productos agrarios y alimentarios, mediante tratamientos o procesos que no estén autorizados por la legislación vigente, así como la adición o sustracción de sustancias o elementos que modifiquen su composición con fines fraudulentos.




    • Las defraudaciones en la naturaleza, composición, calidad, riqueza, peso, exceso de humedad o cualquier otra discrepancia que existiese entre las características reales de la materia o elementos de que se trate y las ofrecidas por el productor, fabricante o vendedor, así como todo acto voluntario de naturaleza similar que suponga transgresión o incumplimiento de lo dispuesto en la legislación vigente.




    • La mención en las etiquetas, envases o propaganda, de nombres, indicaciones de procedencia, clase de producto o indicaciones falsas que no correspondan al producto o induzcan a confusión en el usuario.




    • La falsificación de productos y la venta de los productos falsificados.




    El decreto se ocupa también de determinar que serán responsables de las infracciones quienes por acción u omisión hubieren participado en las mismas y, en concreto, establece que de las infracciones en productos envasados será responsable, en principio, la firma o razón social cuyo nombre figure en la etiqueta, y también será responsable el envasador cuando se pruebe su connivencia con el marquista.




    De las infracciones cometidas en productos a granel será responsable el tenedor de los mismos, excepto cuando se pueda identificar la responsabilidad de manera cierta de un tenedor anterior.




    Es importante señalar que la responsabilidad administrativa por las infracciones a que se refiere la norma —que supone la imposición de multas, en algunos casos, de cuantías muy importantes— será independiente de la responsabilidad civil, penal o de otro orden que, en su caso, pueda exigirse a los interesados.




    En concreto, en el ámbito penal, no podemos dejar de recordar el artículo 282 del vigente Código Penal, que establece lo siguiente: «Serán castigados con la pena de prisión de seis meses a un año o multa de seis a dieciocho meses los fabricantes o comerciantes que, en sus ofertas o publicidad de productos o servicios, hagan alegaciones falsas o manifiesten características inciertas sobre los mismos, de modo que puedan causar un perjuicio grave y manifiesto a los consumidores, sin perjuicio de la pena que corresponda aplicar por la comisión de otros delitos».




    Por razones de ejemplaridad y siempre que concurra alguna de las circunstancias de riesgo para la salud o seguridad de los consumidores, reincidencia en infracciones de naturaleza análoga o acreditada intencionalidad en la infracción, la autoridad que resuelva el expediente podrá acordar la publicación de las sanciones impuestas cuando hayan adquirido firmeza en vía administrativa, así como los nombres, apellidos, denominación o razón social de las personas naturales o jurídicas responsables y la índole y naturaleza de las infracciones, en el Boletín Oficial del Estado, en los de la provincia y municipio, y a través de los medios de comunicación social que se consideren oportunos.




    Con independencia de las sanciones impuestas, los ministerios competentes podrán proponer al Consejo de Ministros, para las infracciones muy graves, la supresión, cancelación o suspensión total o parcial de toda clase de ayudas oficiales, tales como créditos, subvenciones, desgravaciones fiscales y otros que tuviesen reconocidos o hubiere solicitado la empresa sancionada. El Consejo de Ministros decidirá a este respecto de acuerdo con las circunstancias que, en cada caso, concurran.
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